Informacion Legislativa (*)
A cargo de PEDRO ELIZALDE AYMERICH

I. DERECHO CIVIL

1. Parte General

1. EXTRANJEROS. Regulacién de sus derechos y libertades en Espana.

Ley Orgénica 7/1985, de 1 de julio («B. O. E.» del 3).

La Constitucién establece que los extranjeros gozarin en Espafia de las
libertades publicas que establece su Titulo I, con arreglo a lo dispuesto
por los Tratados y la Ley (art. 13). El presente texto concreta esta regulacién
respecto a los derechos de sufragio activo y pasivo, a la libre circulacién y
a los derechos de reunién, asociacién, educacién y sindicacidn.

Se regulan las situaciones de los extranjeros en Espaiia, distinguiendo la
estancia (hasta 90 dias) de la residencia, y el ejercicio por ellos de activi-
dades lucrativas. Reciben un trato especial los nacionales de paises especial-
mente ligados con Espafia y los estudiantes.

La Ley sefiala expresamente las causas que justifican la expulsién de
extranjeros del territorio nacional y el procedimiento para realizarla, sin
perjuicio de las garantias que reconoce a los afectados.

En general se consideran extranjeros a quienes carecen de la nacionali-
dad espafiola, pero la Ley no es aplicable a los Diplomaticos, representantes
o funcionarios de paises extranjeros u organismos internacionales que cum-
plan su misién en Espaiia, ni a sus familiares.

2. DERECHO CIVIL DE ARAGON. Aprobacién de la Compilacién.
Ley de las Cortes de Aragén de 21 de mayo de 1985 («B. O. E.» del 6 de
julio).
A) Exposicién:

La presente Ley lleva a cabo dos misiones:

1+ Integrar en el ordenamiento juridico autonémico la Compilacién
Foral aragonesa de 8 de abril de 1967.

2* Modificar varios de sus preceptos, principalmente para acomodarlos

(*) Comprende las disposiciones publicadas en el Boletin Oficial del Es-
tado durante el tercer trimestre de 1985.
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a los principios constitucionales reguladores de la organizacién familiar.

Las innovaciones del nuevo texto pueden sistemmtizarse de la forma si-
guiente.

1) Eliminacién de las referencias al Derecho Natural como limite de
la validez de la costumbre y de los pactos.

2 Supresién de las referencias al Consejo de Familia, desaparecido con
la reforma del Cédigo civil de 1983, aunque perdura la tradicional Junta
de Parientes.

3) Regulacién mas completa de la ausencia de un cényuge, manteniendo
la peculiaridad de los Hamamientos al cargo de representante.

4) Atribucién de la patria potestad a los dos padres conjuntamente.

5) Determinacion precisa de la intervencién del Juez de Primera Instan-
cia en cuestiones tutelares y familiares.

6) Aplicacion de la dote a cualquiera de los dos cényuges.

7) Regulacion de Comunidad conyugal aplicando los principios de ges-
tién conjunta sobre bienes comunes y gestidon separada de los privativos.

8) Supresién de la exigencia de testigos en el testamento notarial.

9) Equiparacién de los hijos, cualquiera que sea su filiacién, a efectos
sucesorios.

10) Congelacion de las remisiones al Codigo civil a la redaccion actual de
sus preceptos.

B) Observaciones:

La reforma de la Compilacién aragonesa era ineludible desde la entrada
en vigor de la Constituciéon y de las reformas del Derecho de Familia en el
Cédigo civil, realizadas en 1981 y 1983. En este sentido, el contenido de la
Ley aragonesa no suscita dificultades, pues aborda una tarea necesaria y
con criterios plenamente correctos.

Sin embargo, donde surgen dudas es al verificar la competencia de la
Comunidad Auténoma de Aragén para dictar normas sobre su Derecho
Civil. En efecto, Aragén accedié a la autonomia por la via del articulo 143
de la Constitucién, de modo que s6lo pudo recibir, con su Estatuto, compe-
tencias inmediatas sobre las materias contcnidas en el art. 148 del texto cons-
titucional.

Para desarrollar competencias en las materias del articulo 149 de la Const1-
tucién seria preciso que se hubiese dictado una Ley especial de transferencia
o que hubiesen transcurrido 5 afios y se hubiese reformado el Estatuto de
Autonomia (asi lo establece el art. 37, p. 2, del Estatuto de Autonomia de
10 de agosto de 1982).

Pues bien, el derecho civil se regula por la Constitucién en el articulo
149, de modo que la Ley reseiiada incurre en inconstitucionalidad, por exten-
derse a materias que no son competencias de la Comunidad aragonesa.

Debe indicarse, no obstante, que la Ley no ha sido impugnada ante el
Tribunal Constitucional dentro del plazo legal.
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3. DERECHO FORAL DE L%S ISLAS BALEARES. Maodificacién de su
Compilacién.

Ley del Parlamento balear de 11 de abril de 1985 («B. O. E.» del 10 de
julio).

Se reforma el articulo 63 de la Compilacién de 1961 con la finalidad de
excluir de la cantidad a abonar en caso de redencién de los censos el importe
de las mejoras o edificaciones realizadas después de la constitucién del censo.

La modificacién introducida, muy limitada, vuelve la regulacién a criterios
tradicionales, que habian sido indebidamente abandonados en la Compilacion.
Sin embargo, el aspecto que suscita dificultades, en la nueva Ley, es la com-
petencia autonémica para dictarla, ya que, como seifialamos anteriormente
para la Ley aragonesa de 21 de mayo de 1985, la Comunidad Auténoma balear
no ostenta, todavia, la plenitud de las competencias previstas en su Estatuto
(art. 16, p. 2, del mismo).

Debe indicarse, finalmente, que esta Ley no ha sido impugnada ante el
Tribunal Constitucional.

4. CODIGO PENAL. Régimen penal del aborto.
Ley Orgéanica 9/1985, de 5 de julio («B. O. E.» del 12).

Se da nueva redaccién al articulo 417 bis del Cédigo penal, estableciendo
los casos en que el aborto no serd punible. Tales son:

1° Necesidad de evitar un grave peligro para la vida o la salud fisica o
psiquica de la embarazada.

2° Embarazo consecuencia de un delito de violacién, practicindose el
aborto en las primeras doce semanas de gestacién.

3.° Presuncién de que el feto habrd de nacer con graves taras fisicas o
psiquicas, practicAndose el aborto en las veintd6és primeras semanas de ges-
tacion.

En cada caso se exigen algunas garantias complementarias, como son dic-
tamenes médicos y la denuncia del delito de violacién; el aborto, ademas,
habra de realizarse bajo direccién médica, en centro autorizado y con el
consentimiento de la embarazada. Sin embargo, la conducta de la mujer
embarazada no sera punible si, concurriendo alguno de los tres casos indica-
dos, el aborto se realiza sin los deméas requisitos exigidos.

S. PUBLICIDAD DE LAS NORMAS. Regulacién de la publicacién de las
normas del Principado de Asturias.

Ley de la Junta General de 4 de junio de 1985 («B. 0. E.» del 4 de sep-
tiembre).

En desarrollo de la previsién contenida en el Estatuto de Autonomfa, se
establece el régimen de la publicaciéon de las normas asturianas, distinguiendo:

1) Leyes y Reglamentos aprobados por la Junta General del Principado,
que se publicaran, con disposicién del Presidente, en el Boletin Oficial del

12
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Principado, en el plazo de 15 dias desde su aprobacion y en el Boletin Oficial
del Estado.

2) Disposiciones de caracter general emanadas de los érganos de gobier-
no del Principado, que se publicarin en el mismo Boletin Oficial del Prin-
cipado.

3) Actos administrativos que deban ser objeto de publicacién, que se inser-
taran en el Boletin con los requisitos que detalla la Ley.

4) Convenios y conciertos que celebre el Principado de Asturias.
La Ley determina con precisién los 6rganos competentes en cada caso
para ordenar su publicacién.

6. INICIATIVA LEGISLATIVA. Se regula la iniciativa legislativa del pue-
blo riojano.

Ley de la Comunidad Auténoma de 20 de mayo de 1985 («B. O. E.» del 22
de agosto).

La Ley desarrolla el articulo 20 del Estatuto de Autonomia, regulando la
bresentacién de proposiciones de Ley ante la Diputacién General de la Rioja
por ciudadanos que reuinan la condicién de riojanos en numero de 6.000, al
menos.

7. INICIATIVA LEGISLATIVA. Se regula la iniciativa popular en Can-
tabria.

Ley de la Asamblea Regional de Cantabria, de 5 de julio de 1985 («B. O. E.»
18 de septiembre).

En desarrollo del articulo 15 del Estatuto de Autonomia se regula la pre-
sentacién de proposiciones de Ley ante la Asamblea por vecinos de los muni-
cipios de Cantabria, en nimero superior a 10.000 personas.

3. Derechos reales

8. ARCHIVOS. Regulacién en Cataluiia.

Ley del Parlamento de Catalufia de 26 de abril de 1985 («B. O. E.» del 1 de
agosto).

Esta Ley regula los archivos publicos histéricos y privados que se encuen-
tren en Cataluiia.

Respecto de los archivos privados, su calificacién como histéricos, previa
la tramitacién de expediente, supondra la imposicién de limitaciones y car-
gas a sus propietarios. Mereceran tal calificacién los archivos que se contegan
principalmente documentos de mas de 100 afios de antigiiedad, de antigiiedad
menor, pero producidos o coleccionados por personas destacadas o documen-
tos oficiales. Los archivos y documentos declarados histéricos habrian de con-
servarse, restaurarse y permitirse su estudio. Cualquier enajenacién de su
contenido habra de contfunicarse al Departamento de Cultura de la Generalidad.
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9. CARRETERAS. Ordenacién en Cataluiia.

Ley del Parlamento catalan de 11 de julio de 1985 («B. O. E.» del 6 de
agosto).

La Ley se aplica a las carreteras cuyo itinerario transcurra integramentc
por territorio cataldn y no sean de titularidad estatal.

Las zonas afectadas por las carreteras se delimitan por las siguientes dis-
tancias:

1) Zona de afeccidn, 50 metros en las carreteras de la red basica, 1060 en
autopistas y autovia, 30 en las restantes.

2) La linea de edificacién se situard en 25 metros para carreteras de la
red basica, 50 en autopistas y autovias y 18 en las restantes carreteras.

Debe entenderse que la medicién habri de realizarse como dispone la Ley
de carreteras, de 19 de diciembre de 1974, y que las zonas de dominio publico
y servidumbre se definen por lo establecido en ella.

10. AGUAS. Ley reguladora.
Ley 29/1985, de 2 de agosto («B. O. E.» del 8).

A) Exposicién:

1) Principio general: Las aguas continentales superficiales, asi como las
subterraneas renovables, integradas todas ellas en el ciclo hidrolégico, cons.
tituyen un recurso unitario, subordinado al interés general, que forma parte
del dominio publico estatal como dominio piblico hidraulico.

2) Régimen del dominio de las aguas: El dominio publico hidriulico esta
constituido por: las aguas continentales, superficiales o subterraneas; los
cauces de corrientes naturales; los lechos de lagos, lagunas y embalses de
cauces publicos y los acuiferos subterrineos (art. 2).

Los cauces de aguas pluviales ocasionales son de dominio privado, asi como
las margenes, en general, aunque estaridn sujetas a la servidumbre de uso
publico en una anchura de 5 metros y a la de policia en una anchura de 100
metros.

El dominio piblico de los acuiferos subterrianeos no obsta a que el propie-
tario superficial realice obras que no afecten al agua (art. 12).

3) Servidumbre de aguas: La Ley recoge la tradicional servidumbre natural
de aguas y permite que los Organismos de cuenca establezcan las de saca
de agua y abrevadero, estribo de presa, parada o partidor, las de paso nece-
sarias y de acueducto.

4) Aprovechamiento de las aguas: También de acuerdo con los criterios
tradicionales se regulan: El uso commin general, no necesitado de autoriza-
cién, pero sin que la Ley permita el abuso, desperdicio o mal uso (art. 48),
los usos comunes especiales, que requieren autorizacién, y el uso privativo,
que debe ser objeto de concesién y no podra adquirirse por prescripcién.

Los aprovechamientos eventuales podran ser de dos clases:
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a) Superficiales, a realizarse por ¢l propietario de la finca sobre las aguas
pluviales y estancadas.

b) Subterrdaneas y de manantiales, limitados a un volumen anual de 7.0600
metros cubicos.

5) Régimen administrativo de las aguas: La mmayor parte de la Ley se de-
dica a esta materia, regulando las funciones a ejercer por el Estado y por
las Comunidades Auténomas, los érganos competentes, sobre todo los Orga-
nismos de cuenca, y los Planes Hidrolégicos.

También se regula la intervencién administrativa en el régimen de los
aprovechamientos, a través de autorizaciones y concesiones, que sc refleja-
ran en el Registro de Aguas.

Los usuarios participardn en la gestién de las aguas aprovechadas en formia
conjunta mediante las Comunidades de usuarios, que se configuran como
Corporaciones de Derecho Publico.

La llamada policia de las aguas se instrumenta mediante el control de-los
usos y vertidos y el establecimiento de limitaciones. Las sanciones adminis-
trativas en la materia podran alcanzar los 50 millones de pesetas, sin perjuicio
de la obligacién de separar los dafios y perjuicios causados y de reponer la
situacién anterior. Incluso esta responsabilidad podra exigirse en via adm?
nistrativa.

6) Régimen transitorio: El paso a la nueva regulacién se suaviza permitien-
do la continuada utilizacién de las aguas publicas que se aprovechen legal-
mente y el de las privadas segun la legislacién anterior. Se concede un plazo
de 3 afios para que los titulares de aprovechamientos manifiesten o acrediten
su condicién. Transcurido el plazo dichos titulares no pierden su derecho,
pero no podrdn gozar de la proteccién administrativa que se deriva de la
inscripcién en el Registro de Aguas.

B) Observaciones

Esta Ley deroga la anterior Ley de Aguas de 1879 y los preceptos del
Cédigo civil que se oponen a ella, pero en lo demés, los preceptos del Cédigo
se aplicardn subsidiariamente. No se deroga el régimen especial de aguas de
Canarias.

El efecto principal de la nueva regulacién es la completa publificacién de
las aguas, sobre todo de las subterrineas, cuyo dominio privado era induda-
ble en la legislacién anterior. Esta inclusién en el dominio ptiblico de una
categoria general de bienes (demanio natural) encuentra apoyo en el articulo
132, p. 2, de la Constitucién. A pesar de que el tema es objeto de discusién,
puede estimarse que el régimen transitorio que se establece basta para ex-
cluir los efectos expropiatorios que se han pretendido encontrar en la nueva
normativa.

Aparte de ello, la incidencia sobre el texto del Cédigo civil de Ia nueva
Ley se concreta en puntos muy determinados.
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III. DERECHO MERCANTIL

11. ENTIDADES DE SEGUROS. Regulacién de las Cooperativas.

Real Decreto 1034/1985, de 5 de junio («B. O. E.» del 1 de julio).

La Ley 33/1984, de 2 de agosto, de Ordenacién del Seguro privado (resefia-
da en este Anuario, XXXVII-IV, disposicién nim. 8 de la Informacién legis-
lativa), abrié la posibilidad de que las cooperativas accediesen a la actividad
aseguradora. La presente disposiciéon desarrolla su régimen, modificando, en
lo necesario, el Reglamento de Sociedades Cooperativas, aprobado por Real
Decreto de 16 de noviembre de 1978.

Las Cooperativas de Seguros tendran por objeto la cobertura de los ries-
gos asegurados a sus socios (en las modalidades de Cooperativas a prima
variable y a prima fija, sin causa lucrativa) o a cualquier asegurado (en las
Cooperativas de trabajo asociado con los limites generales para utilizar traba-
jo de personas extraiias).

Estas Cooperativas precisarin de la autorizacién del Ministerio de Econo-
mia y Hacienda, previa a la inscripcién en los Registros de Cooperativas. Los
Estatutos de estas entidades determinaran su ambito de actuacién, ajustado
a la Ley de Ordenacién del Seguro Privado antes citada.

12. INVERSIONES EXTRANJERAS. Liberalizacién.
Real Decreto 1.042/1985, de 29 de mayo («B. 0. E.» del 2 de julio).

Como complemento del régimen establecido por el Real Decreto-ley 2/1985,
de 30 de abril (reseiiado en este Anuario, XXXVIIL-III, disposicién nam. 6
de la Informacién legislativa), se autorizan de forma general las inversiones
extranjeras que se realicen con aportacién dineraria exterior. Tales inver-
siones estaran sélo sujetas al régimen de verificacion previa del proyecto,
con aplicacién de silencio administrativo positivo si no se dicta la resolucién
en el plazo del mes.

Contintian sometidas a sus restricciones especiales las inversiones en ma-
terias de defensa nacional, servicios publicos o regulados en esta materia
por disposiciones especificas.

Este Decreto ha sido desarrollado por Orden de 19 de julio y Resolucién
de la Direccién General de Transacciones Exteriores de la misma fecha
(«B. O. E.» del 25).

13. TITULOS VALORES. Regulacién de la letra de cambio, el pagaré y
el cheque.

Ley 19/1985, de 16 de julio («B. O. E.» del 19).

La presente Ley, denominada Cambiaria y del Cheque, supone una com-
pleta revisién de la regulacién de estos titulos-valores en el ordenamiento es-
pafiol, incorporando practicamente el contenido de las leyes Uniformes de
Ginebra, aprobadas en los Convenios de 7 de junio de 1930 y 19 de marzo
de 1931.
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Entrara en vigor la Ley el dia 1 de enero de 1986, derogando los articulos
443 a 543 del Codigo de Comercio (también el 950 en relacién con la letra
pagaré y cheque) y el articulo 1.465 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Tam-
bién se retoca la redaccién del articulo 60 del mismo Cédigo y del articulo
1.429 de la Ley Procesal y se hacen inaplicables a los titulos regulados las
normas especificas del Cédigo civil sobre Derecho Internacional Privado, al
realizarse una nueva y total regulacién.

La nueva Ley consta de 177 articulos, distribuidos en dos titulos, sobre
la letra de cambio y el pagaré y sobre el cheque. Las novedades que incorpora
son numerosas, como corresponde a la introduccién de un nuevo sistema
cambiario, como el germanico, que basicamente recogié las Leyes Uniformes,
por lo que sélo indicaremos las variaciones mas llamativas.

1) Normas sobre la letra de cambio:

Se regulan los requisitos formales del titulo, simplificAndolos y ten-
diendo a separar la letra de los pactos antecedentes. Asi, desaparecen las re-
ferencias a la cldusula de valor y a la provisién de fondos (sélo se regula la
cesién de la provisién, art. 69).

La falta de cumplimiento de requisitos, la letra en blanco, la incapacidad
y los defectos de representacién se regulan tratando de evitar la ineficacia
del titulo.

Expresamente se permite que la letra tenga por objeto cantidades en mo-
neda extranjera, convertible y admitida a cotizacién oficial, y que se pacte
el devengo de intereses.

Resulta también posible completar la letra con una <hoja adheridar en
que consten los pactos afiadidos. .

La regulacién del endoso es muy completa, separandose claramente las
funciones que cumple y con referencias especiales a los endosos limitados
y al endoso en blanco (art. 17).

Se regula la aceptacién, flexibilizando el régimen anterior del Cdédigo de
Comercio e incorporando criterios jurisprudenciales.

La expedicién de duplicados y copias de la letra recibe una destallada re-
gulacién, que viene a cubrir un importante vacio de la legislacion anterior.

En relacién con el pago, se contempla el régimen especial ligado a la do-
miciliacién bancaria de la letra, con presentacién en Cimara de Compensa-
cién. Como modalidad especial, cabe considerar el pago en moneda extran-
jera (art. 47).

El protesto notarial deja de ser indispensable para la conservacién de las
sanciones cambiarias; resulta plenamente eficaz la clausula «sin gastos»
y surte los mismos efectos que el protesto la declaracién negando el pago
suscrita por el librado, domiciliatario o Cdmara de Compensacion.

Se incorpora la figura de la intervencién cambiaria, englobando la figura
tradicional del indicatario y regulando su posicién.

Parte importante de la Ley es la referente a las acciones cambiarias, direc-
ta y de regreso, asi como la accién de enriquecimiento, que es regulada por
primera vez. Las acciones causales son simplemente citadas en el articulo 65.
Del nuevo régimen destaca el tratamiento de las excepciones oponibles, pues,
eliminada la necesidad del reconocimiento de la firma, el demandado sélo
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podra oponer al tenedor las excepciones basadas en- sus relaciones persona-
les con é€l, las puramente objetivas y las referentes a tenedores anteriores
si el actual ha procedido de mala fe («a sabiendas en perjuicio del deudor».
Arts. 26 y 67). Este aspecto de la Ley lleva a cabo una modificacién en el
régimen de la Ley de Enjuiciamiento Civil para el juicio ejecutivo, creando
un tramite especial de oposicién previa después del embargo.

Las acciones de la letra se someten, finalmente, a plazos especiales de
prescripciéon (de uno a tres afios).

2) Normas sobre el pagaré:

Se realiza un traslado general de la regulacién de las letras de cambio. El
pagaré queda configurado como documento mercantil a la orden, y el emi-
sor colocado en la misma posicién que el aceptante de una letra.

3) Normas sobre el cheque:

Las reglas de la Ley son aplicables a toda clase de cheques, regulandose
modalidades especiales, como el visado o conformado. La emisién de cheques
sin fondos se sanciona de forma especial y automatica (art. 108), sin perjuicio
se entiende de lo dispuesto en el Cédigo penal. También es novedad la irre-
vocabilidad del cheque, por lo que en caso de pérdida o privacion ilegal sélo
cabra al librador oponerse a su pago.

4) Normas de Derecho Internacional Privado:

Separadamente, para la letra y pagaré y para el cheque, la Ley establece
los puntos de conexién y legislaciéon aplicables. En general, se atiende a la
Ley nacional de los interesados para cuestiones de capacidad, al lugar de
otorgamiento para los requisitos formales y, en cuanto a los efectos, se dis-
pone la aplicacién de Ia legislacién del lugar de pago o de emisién del titulo.

14. ANDALUCIA. Se regula la situacién de los consumidores y usuarios.

Ley del Parlamento andaluz de 8 de julio de 1985 («B. O. E.» del 20).

Desarrollando los principios de la Constitucidn (art. 51) y su competencia
para la defensa de los consumidores y usuarios, la Comunidad Auténoma de
Andalucia promulga la presente Ley, que, en lineas generales, se ajusta a los
esquemas marcados por la Ley General de los consumidores y usuarios, de
19 de julio de 1984 (véase su resefia en este Anuario, XXXVII-1V, disposicién
numero 4 de la Informacién legislativa) y por las dictadas por otras Comu-
nidades Auténomas sobre la materia.

Es destacable, por su amplitud, el concepto de consumidores y usuarios
que esta Ley emplea. Segiin el articulo 3 comprende a «las personas fisicas
o juridicas que adquieran, utilicen o disfruten como destinatarios finales,
productos, bienes o servicios, actividades o funciones independientemente
del caracter individual o social, publico o privado de quienes los produzcan,
suministren 0 emanens.

No son consumidores los adquirentes de productos intermedios, pero se
consideran destinatarios finales no sélo los adquirentes de productos para
el propio consumo, sino también quienes los adquieran para destinarlos, de
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forma desinteresada, a sus trabajadores, socios o miembros o las Entidades
asociativas sin personalidad adquirentes sin animo de lucro.

El nuevo texto legal se refiere separadamente a los derechos de los consu-
midores y usuarios, a la proteccién de su salud e intereses, a la informacion,
educacién y participacién de los consumidores y, finalmente a las funciones
de los 6rganos de la Administracién autondmica en garantia de los derechos
de los consumidores.

La Ley se configura como imperativa, de modo que su exclusién, la renun-
cia previa a los derechos que reconoce y los actos realizados en fraude (o
contravencion) de la misma, serdn nulos de pleno derecho. Con caricter suple-
torio se aplicara la Ley de 19 de julio de 1984 antes citada.

15. INSTITUCIONES DE INVERSION COLECTIVA. Aprobacién de su
Reglamento.

Real Decreto 1.346/1985, de 17 de julio («B. O. E.» del 3 de agosto).

La Ley 46/1984, de 26 de diciembre (resefiada en este Anuario, XXXVIII-I,
disposicién num. 8 de la Informacién legislativa), regulé estas Instituciones
con criterios innovadores, tipificando ademas nuevos tipos de entidades. Va-
rios aspectos de la nueva regulacién se remitian a una futura normacién re-
glamentaria, tarea que ahora se realiza incluyendo ademadas los preceptos
legales, por lo que el texto reglamentario recoge, en su totalidad, la regula-
cién de estas Instituciones.

Los preceptos del Reglamento detallan especialmente los siguientes as-
pectos:

1) Régimen general de las Instituciones de caricter financiero:

Requisitos y limites porcentuales de sus inversiones, régimen de publici-
dad de las participaciones significativas, condiciones de las operaciones (se
prohibe expresamente la compensacién o aplicacién de las 6rdenes de com-
pra o venta de titulos valores cotizables) y cumplimiento de obligaciones de
informacién.

2) Reglas especificas para Sociedades y Fondos de Inversién:

Se refieren a su capital o patrimonio minimos, la cotizacién oficial de
sus acciones o participaciones y los limites puestos a sus operaciones, consis-
tentes en el cumplimiento de los coeficientes de inversién y de liquidez y en
el respeto del techo puesto a sus obligaciones frente a terceros.

3) Regulacién de las Sociedades de Inversién, distinguiendo las de capital
fijo y las de capital variable. Respecto de las primeras, se desarrolla el ré-
gimen de la Comisién de Control y Auditoria, 6rgano social a constituir si
lo solicitan los socios, asi como el de las operaciones y resultados de la en-
tidad.

De las sociedades de capital variable se regulan sus limites de capital vy,
sobre todo, la compra o venta por la sociedad de sus propias acciones, de-
termindndose los casos de intervencién obligatoria. Las acciones deberan es-
tar admitidas a cotizacién oficial, no conceden derecho preferente de suscrip-
cién y pueden emitirse a precio inferior a su valor nominal. Otras peculia-
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ridades se refieren al cilculo del valor tedrico de las acciones, a los casos
de reduccién obligatoria del capital y a la oferta publica de adquisicién que
debe formular la sociedad si se excluye la cotizacién oficial de las acciones.

4) Regulacién de los Fondos de Inversién. Se trata con estas normas de
dotar de suficiente garantia a los participes, estableciendo unas reglas estric-
tas que deben respetar las sociedades gestoras. Se regula con detalle el Re-
glamento de gestion de los Fondos, la inversién de su patrimonio, la suscrip-
cién y reembolso de las participaciones (que no precisan la intervencién de
fedatario publico), especialmente el régimen de suscripcién publica, v la
determinacién de los resultados. También se determinan los criterios para
valorar el patrimonio y los limites maximos de las Comisiones a percibir
por las Sociedades Gestoras y Depositarios.

Los Fondos de Inversién en Activos del Mercado Monetario se singularizan
por los titulos y efectos que integran su patrimonio, que son determinados
por el Reglamento., Diariamente se valorari el patrimonio, encontrandose
limitadas las comisiones de gestion de forma equivalente a los restantes
Fondos.

5) Reglas aplicables a las Sociedades Gestoras y a los Depositarios. Po-
dran ser Gestores de Instituciones de Inversién Colectiva las sociedades
anonimas y las sociedades instrumentales de Agentes Mediadores Colegiados
que reunan los requisitos de organizacién, patrimoniales y de inversién que
se detallan.

Por su parte, podran ser Depositarios las entidades de depdsito, Colegios
de Agentes Mediadores y Sociedades instrumentales.

El Reglamento enumera detalladamente las funciones y actuaciones de
ambos tipos de entidades.

6) Normas sobre verificacion contable: Se desarrollan los requisitos que
deben reunir los expertos que desarrollen la auditoria de los estados financie-
ros de las Instituciones, referentes a: cualificacién profesional, inscripcién,
independencia, fianza y control.

7) Régimen sancionador.

8) Instituciones de Inversién Colectiva no financieras: Se regulan haciendo
remisiéon a las normas anteriores, en cuanto se ajusten a su naturaleza, y a
las aplicables segin la forma juridica que revistan. Deberidn cumplir los
requisitos de auditoria contable antes indicados.

9) Régimen fiscal de las Sociedades y Fondos: El Reglamento detalla la
iributacién por los Impuestos de Sociedades y de Transmisiones Patrimonia-
les, con exencién y reduccién aplicables a las entidades cuyos titulos se cotl-
cen en Bolsa, asi como el régimen de tributacién de los socios o participes.

10) Sociedades Gestoras de Patrimonio: Reguladas por su proximidad fun-
cional a las Instituciones de Inversién Colectiva, el Reglamento desarrolla
los requisitos necesarios para acceder al Registro administrativo especial
(socios, recursos propios, administradores) y el régimen aplicable (obliga-
ciones de informacién, auditoria, actividades y sanciones). El acceso al Re-
gistro y consiguiente regulacién especial no es imprescindible para el ejer-
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cicio de las actividades de gestién y simplemente supone una especial tutela
administrativa.

11) Apelaciones generales al ahorro del publico: Al igual que la Ley,
el Reglamento regula esta materia en su disposicién adicional primera, exi-
giendo la verificacién contable, informacién sobre la situacién econémica y
financiera del interesado y autorizacién administrativa de la publicidad. Que-
dan excluidas de este régimen las ampliaciones de capital social y todas las
instituciones financieras sujetas a una normativa especial.

Finalmente, cabe indicar que la detallada regulacién reglamentaria mno
prevé en ningtin caso la actuacién de las Comunidades Auténomas, ni siquiera
con funciones meramente ejecutivas, a pesar de las competencias en materia
financiera que les suelen atribuir sus Estatutos de Autonomia. Sobre estos
temas reviste especial interés la Sentencia del Tribunal Constitucional de
19 de octubre de 1984.

16. SEGUROS PRIVADOS. Se aprueba el Texto Refundido de la Ley de
Produccién.

Real Decreto Legislativo 1.347/1985, de 1 de agosto («B. O. E.» del 3).

La Ley 33/1984, de 2 de agosto, de Ordenacién del Seguro Privado reguld
algunos aspectos de la mediacién en operaciones de seguro, modificando la
vigente Ley de Produccién, de 30 de diciembre de 1969 y ordenando la ela-
boracién de un Texto Refundido de la misma.

El presente texto regula, como indica su art. 1 la actividad mercantil de
promocién, mediacién y asesoramiento preparatorio de la formalizacién de
contratos de seguros y reaseguros privados, entre personas fisicas o juridicas
vy Entidades aseguradoras; asi como la posterior asistencia al tomador del
seguro, asegurado o beneficiario.

Esta actividad se reserva con caricter exclusivo y profesional a los me-
diadores que regule la Ley.

La nueva regulacién de los tradicionales Agentes de Seguros los clasifica
en: Agentes, afectos y afectos representantes; Corredores de Seguros y Corre-
dores de Reaseguros. Se regula también la actividad de los empleados de e
tidades aseguradoras y subagentes.

Podran ser Agentes y Corredores de Seguros las personas juridicas, cum-
pliendo especiales requisitos.

Recibe completa regulacién el contrato mercantil de Agencia de seguros,
concertado entre un Agente y una entidad aseguradora y caracterizado, nor-
malmente, por la nota de exclusividad.

Los Corredores de Seguros, por su parte, dada su actuacién plenamenfe
independiente, deberan constituir garantia por las responsabilidades en qué
puedan incurrir,

El texto legal concluye con el detallado régimen sancionador en la materia.
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17. SEGURO PRIVADO. Aprobacién de su Reglamento'de Ordenacion.

Real Decreto 1.348/1985, de 1 de agosto («<B. O. E.» de 3, 5 y 6 de agosto).

La Ley 33/1984, de 2 de agosto (resefiada en este Anuario, XXXVIII-IV,
disposicién num. 8 de la Informacién Legislativa) innové de forma funda-
mental el régimen de las entidades dedicadas al Seguro, previendo su desa-
rrollo reglamentario, al que remitia la concrecién de ciertos aspectos de di-
cho régimen. El presente Reglamento lleva a cabo una regulacién completa
de la materia, dejando sélo fuera de su ambito a la Seguridad Social y a las
Mutualidades de Previsién Social, que serdn objeto de un reglamento inde-
pendiente. '

Después de definir las operaciones accesibles a las entidades aseguradoras,
el Reglamento precisa las condiciones de acceso a la actividad y los requisitos
que deben cumplir los diversos tipos de entidades (mutuas y cooperativas a
prima fija y a prima variable, con mayor detalle).

Especial atencién merecen las llamadas provisiones técnicas, antes deno-
minadas reservas, que garantizan el funcionamiento de las entidades. El Re-
glamento determina su forma de célculo y los activos monetarios, mobiliarios,
crediticios e inmobiliarios que retinan las caracteristicas que establece en
que deberan invertirse. Ademés las entidades deberan mantener un volumen
de patrimonio propioc no comprometido, margen de solvencia y fondo de ga-
rantia, que cubran suficientemente las operaciones que realicen.

Se precisan también las reglas aplicables en las cesiones de cartera, fu-
siones, escisiones, transformaciones, agrupaciones, revocacién de la autoriza-
cién administrativa, disolucién, liquidacién e intervencién de las entidades
aseguradoras.

Como en la Ley, se regulan especialmente el reaseguro y las competencias
administrativas de control, intervencién y sancién.

Asi como la Ley establecia la condicién de basicos de algunos de sus pre-
ceptos, para afirmar su prevalencia sobre las posibles disposiciones en la ma-
teria de las Comunidades Auténomas, el Reglamento también atribuye dicha
condicién a algunas de las reglas que establece.

Cierra el Reglamento una extensa disposicién derogatoria que determina
también las normas anteriores que deben considerarse vigentes.

18. CAJAS DE AHORROS. Regulacién en Catalufia.

Ley del Parlamento de Cataluiia de 1 de julio de 1985 («B. O. E.» del 5 de
agosto).

El Estatuto de Autonomia de Catalufia atribuye competencia exclusiva a
la Comunidad Auténoma en materia de Cajas de Ahorro, pero de acuerdo
con las bases y la ordenacién de la actividad econémica general y la poli-
tica monetaria del Estado (art. 12, p. 1, nam. 6). Desarrollando tal competen-
cia se dicta la presente Ley, que constituye una regulacién completa de las
citadas Entidades financieras.

Como aspectos principales de la Ley pueden destacarse los siguientes:
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1) Ambito de aplicacién:

Se definen las Cajas de ahorro como «instituciones financieras de caricter
social y naturaleza fundacional, sin afin de lucro, no dependientes de nin-
guna otra Empresa, dedicadas a la captacién, administracién e inversién de
los ahorros que le son confiados, que prestan sus servicios a la comunidad
bajo el protectorado publico de la Generalidad». Estas entidades quedan so-
metidas a la Ley cuando tengan su domicilio central en Cataluiia.

2) Constitucién de Cajas de Ahorro:

Se determinan los requisitos que debe reunir la escritura publica de cons-
titucién, asi como la necesidad de aprobacién administrativa y la inscripcién
en el Registro especial que se crea. Desde la inscripcién, la Caja adquirira
personalidad juridica y podri iniciar sus actividades. También precisaran
autorizacién de la Generalidad las absorciones o fusiones y la disolucién y
liquidacién voluntarias de Cajas de Ahorro.

3) Organos de gobierno de las Cajas de Ahorro:

Son: La Asamblea General, el Consejo de Administracién, la Comisién
de Control y el Director General. La Ley determina la comlposicién y funcio-
nes de cada uno de ellos, los procedimientos de designacién y cese de sus
miembros y su régimen de incompatibilidades.

Los nombramientos y ceses de los miembros del Consejo de Administra-
cién y de la Comisién de Control y del Director General, se inscribirdn en un
Registro de Altos Cargos de las Cajas de Ahorros de Catalufia.

4) Actividades de las Cajas de Ahorros:

La Ley se refiere a la calificacién de las inversiones computables en coefi-
cientes, en el marco de la normativa estatal, a la posible autorizacién previa
de inversiones y a la apertura de oficinas en Catalufia o fuera del territorio.

Los excedentes que obtengan las Cajas deberan destinarse a obras sociales,
en cuanto no se apliquen a reservas.

Las Cajas catalanas podrin constituir una Federacién y deberan informar
debidamente al Departamento correspondiente de la Generalidad.

5) Régimen sancionador:

Sin perjuicio de las funciones del Banco de Espafia, el Departamento de
Economfia y Finanzas vigilard la aplicacién del régimen por las Cajas de
Ahorro domiciliadas en Catalufia. La infraccién de la normativa vigente pue-
de acarrear la suspensién de los 6rganos de gobierno de las Cajas e inter-
vencién, decretada por el Gobierno de la Generalidad.

19. CAJAS DE AHORRO. Normas bisicas sobre sus Organos rectores.

Ley 31/1985, de 2 de agosto («B. O. E.» del 9.

La presente Ley, fundada en el artfculo 149, p. 1, nim. 11, de la Constitu-
cién, establece un marco estatal basico de la representacién, organizacién y
funcionamiento de los 6rganos de decisién de las Cajas de Ahorro, de modo
que sea posible su desarrollo por las Comunidades Auténomas que han asu-
mido competencias sobre tales entidades.
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Los principios que informan la nueva regulacién son: democratizacion,
profesionalidad y ajuste a la nueva organizacién territorial del Estado.

Esta Ley sustituye al Real Decreto 2.290/1977, de 27 de agosto, en cuanto
regulaba esta materia, y dota del debido rango legal a la organizacién de las
Cajas de Ahorro. Se prevé su plena entrada en vigor previo el desarrollo le-
gislativo por las Comunidades Auténomas y, en todo caso, a los diez meses
desde su publicacién.

Son organos de gobierno de las Cajas de Ahorro: La Asamblea General,
el Consejo de Administracién y la Comisién de Control.

La Asamblea, érgano supremo, se integra con representantes de los im-
positores (44 por 100), Corporaciones Municipales (40 por 100), fundadores
(11 por 100) y de los empleados (5 por 100). La Ley detalla el procedimiento
de eleccién, los requisitos e incompatibilidades del cargo de Consejero y el
régimen de ejercicio de su cargo.

El Consejo de Administracién, 6rgano de gestién, integrara a representan-
tes de los grupos antes citados, elegidos por la Asamblea General. La Ley
detalla también el régimen de los Vocales del Consejo.

Finalmente, la Comisién de Control, 6rgano fiscalizador, tiene también
composicién plural y sus miembros se eligen por la Asamblea.

Se regula también la situacién del Director General y de los érganos
confederados de las Cajas de Ahorro.

La disposicién final cuarta se dedica a regular la actuacién de las Comu-
nidades Auténomas en desarrollo de la Ley, que se califica expresamente
como norma bésica estatal, a excepcién de los preceptos que cita especifica-
mente. Dichas Comunidades habran de limitarse ordinariamente a regular
los aspectos procedimentales y organizativos de los 6rganos de gobierno de
las Cajas que tengan domicilio social en su territorio y sélo para las activida-
des realizadas en el mismo. Esta duplicidad de la conexién requerida, junto a
la determinacién de que el Estado asumira todas las competencias sobre las
Cajas de Ahorro que capten fuera del territorio de la Comunidad donde ten-
gan su domicilio mas del 50 por 100 de sus depédsitos (aunque sea en otra
Comunidad Auténoma con competencia en esta materia), hace prever que
esta Ley sera impugnada ante el Tribunal Constitucional por las Comunidades
Auténomas afectadas.

Problema singular planteado por esta Ley es su incidencia sobre la Ley
catalana sobre Cajas de Ahorro, de 1 de julio, promulgada con anterioridad,
dedo que la presente tienc ¢l caracter de norma basica en la materia y goza,
por tanto, de prevalencia sobre las normas autondémicas. La cuestién guarda
evidentes afinidades con las suscitadas por cualquier sucesién normativa,
aunque con algunas especialidades, como ha sefialado la doctrina adminis-
trativa. De llegar a plantearse la discusién ante el Tribunal Constitucional,
cabe esperar que sefiale criterios seguros sobre este punto concreto.
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20. CAJAS DE AHORRO. Regulacién en Galicia.

Ley del Parlamento de Galicia de 17 de julio de 1985 («B. O. E.» del 20 de
septiembre).

~ La presente Ley tiene casi total coincidencia con la Ley catalana resefiada
anteriormente, planteando los mismos problemas.

Cabe distinguir, sin embargo, su ambito de aplicacién, referido a las en-
tidades «con domicilio social en Galicia».

La Ley regula la constitucién y régimen de las Cajas y sus érganos de
gobierno, en forma, claro estd dada su fecha, discrepante con la posterior
Ley estatal 31/1985, de 2 de agosto.

IV. DERECHO PROCESAL

21. PODER JUDICIAL. Regulacién de su estructura y organizacién.
Ley Orgéanica 6/1985, de 1 de julio («B. O. E.» del 2).

La presente Ley viene a sustituir, principalmente a la antigua Ley provi-
sional sobre organizacién del Poder Judicial, de 15 de septiembre de 1870,
desarrollando los principios del Titulo VI de la Constitucién, sobre la materia.

El texto legal, de gran extensién (508 articulos), establece unos principios
basicos sobre la potestas jurisdiccional y, después, regula con detalle (aunque
se prevé la promulgacién de normas legales complementarias) los 6rganos
judiciales de los distintos 6rdenes y su régimen de gobierno.

Del contenido de la Ley pueden destacarse los siguientes aspectos:

1) Principios generales:

El Titulo Preliminar sienta las directrices fundamentales del ejercicio de
la potestad jurisdiccional. Especial consideracién merece la Constitucidn,
como norma suprema del ordenamiento juridico, cuya interpretacién reali-
zada por el Tribunal Constitucional parece vincular, de algin modo, a los
jueces y Tribunales. En todo caso la infraccién de un precepto constitucional
sera suficiente para fundar el recurso de casacién (art. 5).

Se reitera también la vinculacién de los érganos jurisdiccionales a los de-
rechos y libertades del Titulo I, Capitulo II, de la Constitucién, asi como
su deber de inaplicar los Reglamentos ilegales.

La aplicacién de la buena fe en el campo pracesal se conecta con la pros-
cripcién de pruebas obtenidas con violacién de los derechos y libertades
fundamentales, la condena del abuso del derecho en materia procesal y la
limitacién de eficacia de los formalismos procesales (art. 11).

De acuerdo con los criterios tradicionales, la independencia judicial im-
plica que los 6rganos del Poder Judicial no puedan dictar instrucciones a
los inferiores para la aplicacién o interpretacién del ordenamiento (art. 12).

2) Extensién de la jurisdiccién:

Se determina el alcance de los 6rdenes jurisdiccionales civil, penal, con-
tencioso-administrativo y social. En materia civil se someten a puntos de
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conexién especiales las materias englobadas en el Derecho de los consumi-
dores.

3) Organos jurisdiccionales:

Segin la Ley, los Juzgados y Tribunales seran:

— Juzgados de Paz.

— Juzgados de Primera Instancia e Instruccién, de lo Contencioso-Admi-

nistrativo, de lo Social, de Menores y de Vigilancia Penitenciaria.

— Audiencias Provinciales.

— Tribunales Superiores de Justicia.

— Audiencia Nacional.

— Tribunal Supremo.

Se determinan también sus competencias respectivas.
Los conflictos que se susciten entre los Juzgados o Tribunales y la Adminis-
tracién, se resolveran por un drgano colegiado de composicién paritaria.

4) Gobierno del Poder Judicial:

La regulacién del Consejo General del Poder Judicial sustituye a la esta-
blecida por la Ley Organica 1/1980, de 10 de enero.

5 Régimen de los Juzgados y Tribunales:

Se regulan algunos de los requisitos de las actuaciones judiciales, como
la duracién del afio judicial, €l tiempo habil, la constitucién de los 6rganos
judiciales, la nulidad de sus actos y los tipos de resoluciones que se dicten.

Pueden destacarse dos puntos:

a) La regulacién del uso de la lengua oficial de las Comunidades Auté-
nomas en las actuaciones, con plena validez y eficacia. Se prevén la posible
oposicién de las partes y los casos en que sea precisa traduccién (art. 231).

b) La responsabilidad patrimonial del Estado en casos de error judicial o
funcionamiento anormal de la Administracién de Justicia, determindndose
los requisitos y el procedimiento a seguir (arts. 292 a 297). Regulacién que
debe relacionarse con la posible responsabilidad civil de los Jueces y Magis-
trados (art. 411).

6) La Carrera Judicial:

Supone la regulacién del acceso a la misma y de las formas de provisién
de plazas en los distintos 6rganos.

Como viene siendo frecuente ultimamente, las disposiciones adicionales
de la Ley son de obligada consulta, pues modifican una pluralidad de dispo-
siciones vigentes. Asi, cabe sefialar:

12 La supresién de los Tribunales Arbitrales de Censos de las provincias
catalanas, cuyas competencias pasan a los Juzgados de Primera Instancia.

2° La atribucién de competencia resolutoria de los recursos sobre cali-
ficacién de titulos inscribibles en el Registro de la Propiedad al Presidente
del Tribunal Superior de Justicia.

3° La supresién de la particién procedimental en los procesos de impug-
nacién de acuerdos sociales (Sociedades Anénimas y Cooperativas) y de nu-
lidad de Registro de Propiedad Industrial, que deberdn resolverse, en primera
instancia, por el Juzgado.
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4° La supresién del Tribunal Arbitral de Seguros.

La Ley Organica es también el inicio de una completa renovacién del or-
denamiento procesal. Ademés de las leyes y reglamentos precisos para apli-
car y desarrollar sus disposiciones, se prevé la elaboracién de nuevas leyes
sobre el proceso contencioso-administrativo, de conflictos jurisdiccionales,
del jurado y un texto refundido de la Ley de Procedimiento Laboral.

22. POSTULACION PROCESAL. Se regula la comparecencia en juicio
de la Region de Murcia.

Ley de la Asamblea Regional de Murcia, de 1 de julio de 1985 («B. O. E.»
del 2 de septiembre).

Partiendo de la equiparacién procesal de las Comunidades Auténomas
con el Estado, conforme repiten los Estatutos de Autonomia, se establece en
Murcia que la representacién y defensa de la Administracién regional corres-
ponde a los funcionarios letrados adscritos a la Direccién Regional de lo
Contencioso y de la Asesoria Juridica. Por la Asamblea Regional de Murcia
compareceran los letrados adscritos a su Secretaria General.

También se prevé una intervencién especial de la Direccién Regional cita-
da en la designacién de los Procuradores y Letrados que actiien en repre-
sentacién y defensa de las empresas puablicas de la Comunidad.

La comparecencia en juicio de los 6érganos regionales se realizard mediante
postulacién unificada, con empleo de papel de oficio y sin devengo de tasas
judiciales.

Cabe reiterar, en relacién con esta Ley las observaciones realizadas a la
pionera Ley Valenciana, de 29 de junio de 1984 (resefiada en este Anuario,
XXXVII-IV, disposicién nam. 10 de la Informacién legislativa).

V. OTRAS DISPOSICIONES

23. METALES PRECIOSOS. Regulacién del trafico de los objetos fabri-
cados con ellos.

Ley 17/1985, de 1 de julio (xB. O. E.» del 3).

Siendo necesario actualizar las normas sobre vigilancia y control de la
fabricacién, comercializacién y trafico de metales preciosos, la presente Ley
marca el inicio de la progresiva sustitucién de las normas vigentes, que datan
de los afios 1934 a 1936.

La Ley, que habra de ser desarrollada reglamentariamente, entrard en vi-
gor a los doce meses de su publicacién.

Se regulan aspectos generales, como la reserva de la calificacién de meta-
les preciosos al platino, oro y plata, y los requisitos para el acceso al mer-
cado interior (leyes minimas) y al comercio exterior.

En la regulacién de las sanciones administrativas aplicables en caso de
infraccién, se hace expresa referencia a la competencia preferente de la ju-
risdiccién penal.
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24, DERECHO A LA EDUCACION. Ley reguladora.

Ley Orgénica 8/1985, de 3 de julio («B. O. E.» del 4).

Se dicta esta Ley en desarrollo del articulo 27 de la Constitucién, derogan-
do la Ley Orgéanica 5/1980, de 19 de junio, que estableci6 el Estatuto de Cen-
tros Escolares y sélo parcialmente la Ley 14/1970, de 4 de agosto, General de
Educacién y Financiamiento de la Reforma educativa.

El Titulo Preliminar del texto legal proclama el derecho de los espafioles
v extranjeros residentes en Espafia a la educacién, el de los padres y tutores
a organizar la educacién de sus hijos o pupilos y el de los alumnos a recibir
una formacién completa y adecuada. Ademds, se determinan los fines gene-
rales de la actividad educativa y los criterios basicos sobre libertad de cate-
dra y asociaciones de padres de alumnos o de éstos.

La préctica totalidad de la ley se dedica a regular los centros docentes (no
universitarios), clasificados por su naturaleza (publicos y privados) y por las
ensefianzas que imparten. Especial detalle se dedica a los érganos publicos
competentes en la materia.

Los centros privados podrén sostenerse con fondos publicos formalizando
un concierto con la Administracién. Los centros concertados quedan someti-
dos a un régimen especial (se extiende a la retribucién del profesorado, gra-
tuidad de la ensefianza, condiciones de funcionamiento y de admisién de
alumnos, organizacién, cobertura de vacantes del personal, beneficios fis-
cales...).

Esta Ley se desarrollard y aplicard por el Estado y las Comunidades
Auténomas, en el ambito de sus competencias respectivas.

25. COMUNIDADES EUROPEAS. Se autoriza la adhesién de Espana.

Ley Organica 10/1985, de 2 de agosto («B. O. E.» del 8).

La Ley se limita a autorizar la ratificacién del Tratado de Adhesién, de
12 de junio de 1985, a la C.E.E. y al Euratom y a autorizar la adhesién al
Tratado C.E.C.A., viniendo exigido su rango de Ley Organica por el art. 93 de
la Constitucién.

Las condiciones detalladas de la adhesién espafiola y, sobre todo, los pla-
zos establecidos para la aplicacién en Espafia de la normativa comunitaria,
se encuentran recogidos en el Acta de Adhesién anexa al Tratado, que no
ha sido publicada todavia.

26. LIBERTAD SINDICAL. Regulacién.

Ley Orgénica 11/1985, de 2 de agosto («B. O. E.» del 8).

Se desarrolla la regulacién del derecho fundamental de libertad sindical,
proclamado por el articulo 28 de la Constitucién.

La Ley prevé, restrictivamente, los casos en que el derecho a la sindicacion
estara limitado o sujeto a normas especiales.

13
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Los Sindicatos adquirirdan personalidad juridica con el depésito de sus es-
tatutos en una oficina publica, que debera proceder a publicarlos y el trans-
curso de un plazo de 20 dias.

Podran los sindicatos adquirir la condicién de mds representativos, por
su audiencia, lo cual les atribuird una especial funcién representativa en las
actividades colectivas.

Se regula también la constitucién de Secciones sindicales en las empresas
o centros de trabajo y la tutela de la libertad sindical. En relacién con este

dltimo punto encuentra fundamento la inembargabilidad de las cuotas sin-
dicales.

27. IMPUESTO SOBRE EL VALOR ANADIDO.—Regulacién.

Ley 30/1985, de 2 de agosto («B. O. E.» del 9).

Con efectos de 1 de enero de 1986, se introduce en Espafia el Impuesto so-
bre el Valor Adadido, tributo indirecto sobre el consumo que grava las entre-
gas de bienes y prestaciones de servicios efectuadas por empresarios y profe-
sionales y las importaciones de bienes. Este Impuesto no se aplicard a las
operaciones realizadas en Canarias, Ceuta y Melilla.

Es regla general la sujecién a tributar por la realizacién de actividades
empresariales o profesionales, con las tnicas exenciones recogidas en el ar-
ticulo 8 de la Ley. Entre éstas destaca la relativa a operaciones financieras,
que comprende la actividad crediticia completa, las operaciones sobre titulos-
valores y la mediacién o intervencién en las mismas.

El I.VA. es incompatible con el concepto «transmisiones patrimoniales
onerosas» del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Juridicos
Documentados, pero se sujetan a éste las entregas y arrendamientos de in-
muebles exentos en el primero. Ademés, se modifica el Texto Refundido del
Impuesto de Transmisiones, de 30 de diciembre de 1980, para incluir en él
una amplisima exencién de los préstamos, cualquiera que sea su forma.

Seran sujetos pasivos del I.V.A. quienes desarrollen actividades empresa-
riales o profesionales, pero con obligacién de repercutir integramente el
Impuesto a los destinatarios de aquéllas.

La base imponible serd, en general, el importe total de Ia contraprestacién
de las operaciones sujetas, aunque se establece una regulacién especial para
las importaciones.

Segun el tipo tributario aplicable, se distinguirdn tres categorias de opera-
ciones gravadas. El tipo reducido del 6 por 100 se aplicard a productos nu-
tritivos, materias naturales, libros, material sanitario, viviendas, transportes
y otros servicios semejantes. El tipo incrementado del 33 por 100 se prevé
para bienes considerados superfluos o de lujo y el tipo ordinario del 12 por
100 tendra aplicacién general.

La gestién del Impuesto tiene su nicleo en el régimen de deducciones, ya
que los sujetos pasivos podran deducir, de las cuotas devengadas por las
operaciones que realicen, el importe de las que les hayan sido repercutidas
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por las adquisiciones realizadas o los servicios recibidos. La previsién de los
miiltiples casos que pueden plantearse, por razén de las deducciones a com-
putar, da lugar a una compleja regulacién en la Ley. )

Finalmente la Ley contempla varios regimenes especiales para la exaccién
del Impuesto; tales son:

— Simplificado, para personas fisicas cuyo volumen anual de operaciones
no exceda los cincuenta millones de pesetas. )

— De la agricultura, ganaderia y pesca.

— Aplicable a bienes usados.

— De objetos de arte, antigiiedades y objetos de coleccién.

— Agencias de viajes.

— Comercio minorista.

El nuevo Impuesto sustituird al vigente Impuesto General sobre el Trafico
de las Empresas, al Impuesto sobre el lujo, al Impuesto especial sobre be-
bidas refrescantes y al Impuesto de Compensacién de Gravamenes Interiores,
ademas de otras figuras tributarias de menor importancia. La imposicién in-
directa quedara asi totalmente alterada y armonizada con los criterios vi-
gentes en la C.E.E.

Debe recordarse que la entrada en vigor del I.V.A. determinard también
la plena aplicacién del Texto Refundido del Impuesto de Transmisiones, con
arreglo a lo establecido en su disposicién transitcria 3.2.

28. CONTRATO DE TRABAJO. Relaciones laborales especiales.

Reales Decretos 1.382, 1424 y 1.438/1985, de 1 de agosto («B. O. E.» del 12,
13 y 15 de agosto).

Estas disposiciones regulan las siguientes relaciones laborales:

1°) Del personal de alta direccién, que incluye a los trabajadores que
ejercitan poderes inherentes a la titularidad juridica de la Empresa y relati-
vos a sus objetivos generales, actuando con autonomia y plena responsabilidad,
sélo limitada por los érganos superiores de gobierno y administracién de la
entidad.

2°) Del servicio del hogar familiar, prestado por la persona que, depen-
dientemente y por cuenta del titular, presta servicios retribuidos en el ambito
del hogar familiar.

3°) De las personas que intervengan en operaciones mercantiles por cuen-
ta de uno o mds empresarios, sin asumir el riesgo y ventura, con la deno-
minacién de representantes o mediadores. Se excluyen, claro esta, los ligados
a la empresa por una relacién mercantil.

29. CONTRATOS ADMINISTRATIVOS. Regulacién de algunos aspectos
de su régimen juridico.

Reales Decretos 1.462 y 1.465/1985, de 3 y 17 de julio («B. O. E.» del 26 y 27
de agosto).

La tnica conexion entre ambas disposiciones se encuentra en la materia
en que se insertan.
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En primer lugar, el R. D. 1.462/85, desarrollando la disposicién adicional
14 de 1a Ley 50/1984, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales del Es-
tado para 1985, regula la forma de acreditar el requisito de encontrarse las
Empresas contratistas al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones
fiscales.

Por su parte, el R. D. 1465/85 regula los contratos para la realizacién de
trabajos especificos y concretos, no habituales, en la Administracién del Es-
tado, sus Organismos auténomcs y la Seguridad Social.



